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El "Protocolo para la atención integral de las personas con derecho a la

interrupción voluntaria y legal del embarazo" tiene por objetivo ofrecer una guía a los

equipos y establecimientos de salud para que cumplan con la Ley 27.610 de Acceso a la

Interrupción Voluntaria del Embarazo (IVE) y atención posaborto, sancionada el 30 de

diciembre de 2020, aprobado mediante la Resolución ministerial 1531 /2021, y;

CONSIDERANDO:

Que, es preciso cumplimentar el Protocolo para la Atención Integral de las

personas con derecho a IVE/ILE de Resolución ministerial en todo el territorio de la

Nación;
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J. Que, tal como se menciona en la citada resolución: "las disposiciones de la Ley

27.610 son de orden público y de aplicación obligatoria en todo el territorio argentino. Por lo

tanto, todas las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires están obligadas a

garantizar el acceso a la interrupción del embarazo y la atención postaborto en sus

respectivas jurisdicciones (art. 21). Los l?quipos de salud son los principales responsables de

garantizar el acceso a la IVElILE y de prevenir y/o evitar peligros y daños a la integridad física

y psíquica de quien acude al sistema de salud. Tanto los efectores públicos y las obras

sociales, como las empresas y entidades de medicina prepaga deben instrumentar las

medidas y ejecutar los cambios necesarios para garantizar el cumplimiento de la Ley 27.61O.

Las prestaciones establecidas en dicha ley se incluyen en el Programa Nacional de Garantía

de Calidad de la Atención Médica y en r~1Programa Médico Obligatorio (PMO) con cobertura

total, junto con las prestaciones de diagnóstico, medicamentos y terapias de apoyo (art. 12)";

SE ADJUNTA RESOLUCiÓN MINISTERIAL Y PROTOCOLO EN ANEXO I

Que en Argentina toda mujer, niña, adolescente y toda persona con capacidad de

gestar conforme lo estipulado en el artículo 86 del Código Penal: tiene derecho a solicitar

una interrupción legal del embarazo, cuando:

• La gestación representa un peli!1fo para la vida de la mujer o persona con capacidad

de gestar.

• La gestación representa un peliwo para la salud de la mujer o persona con capacidad

de gestar.

• La gestación es producto de una violación.
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Que, la Suprema Corte de JUsti~avés del histórico fallo "F.A.L. si Medida
Autosatisfacia" del 13 de Marzo de 2012 estableció: que cualquier persona que se

encuentre cursando un embarazo producto de una violación tiene derecho a acceder a la

interrupción del mismo sin encontrar t'abas o barreras, ni mucho menos ser judicializada.

Aclara el fallo mencionado que solo es necesario el pedido de la persona gestante (o de

su representante en los casos previ:;tos) yla manifestación de que el embarazo es

producto de una violación ante ellla profesional tratante, declaración jurada mediante,

para acceder al aborto. Y que el Estado tiene la obligación de poner a disposición de la

persona gestante las condiciones médicas e higiénicas necesarias para llevarlo a cabo de

manera rápida, accesible y segura;

Que, con posterioridad a ese fallo de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en

agosto de 2015 se sancionó y entró en vigencia el nuevo Código Civil y Comercial de la

Nación (CCyC) que regula de manera específica el consentimiento de niñas, niños y

adolescentes para el acceso a prácticas médicas;

Que, en el año 2015, se aprobó la Ley 14.738 de Creación de Consejerías para la

Reducción de Riesgos y Daños en Situaciones de Embarazos no Planificados en la Provincia

de Buenos Aires¡ a través de la cual se establece que las mismas "funcionarán en los

centros de atención primaria de la salud y hospitales de la Provincia de Buenos Aires, con el

objetivo de reducir la morbimortalidad de mujeres gestantes por abortos inseguros y de

prevenir la repitenciade embarazos no planificados" y que, además, entre sus objetivos se

encuentran: "disminuir la morbimortalidad materno infantil y de mujeres gestantes por

abortos inseguros", "prevenir mediante Información y educación, los abortos en condiciones

inseguras, y garantizar el acceso a los servicios para la atención de abortos no punibles";

Que, la Ley 26.529 de Derechos del Paciente, vigente desde el año 2009, reconoce

el derecho de todas las personas a la asistencia, a recibir un trato digno y respetuoso, a la

intimidad, a la confidencialidad, a la autonomía de la voluntad, a la información sanitaria y

a la interconsulta médica. Reconoce él las personas el derecho a "recibir la información

sanitaria necesaria, vinculada a su salud" y entiende por información sanitaria "aquella que,

de manera clara, suficiente y adecuada a la capacidad de comprensión del paciente, informe

sobre su estado de salud, los estudios y tratamientos que fueren menester realizarle y la

previsible evolución, riesgos, complicaciones o secuelas de los mismos". Y dispone que "sin

perjuicio de la responsabilidad penal o civil que pudiere corresponder, los incumplimientos de

las obligaciones" por parte de los profesionales y responsables de los establecimientos

asistenciales constituirán falta grave" siendo pasibles de sanciones;

Que, en cuanto a derechos protegidos, la Ley 26.485 de Protección Integral a las

MUjeres y la Ley 29.061 de Protección Integral de los Derechos de Niñas, Niños y



Adolescentes, garantizan los referidos a: una vida sin violencia y sin discriminaciones; a la

salud, la educación y la seguridad personal; a la integridad física, psicológico, sexual,

económica o patrimonial; a que se respete su dignidad; decidir sobre la vida reproductiva,

número de embarazos y cuándo tenerlos, de conformidad con la Ley 25.673 de Creación

del Programa Nacional de Salud Sexual J' Procreación Responsable; a la intimidad, la libertad

de creencias y de pensamiento; a recibir información y asesoramiento adecuado; gozar de

medidas integrales de asistencia, protección y seguridad; y a un trato respetuoso de las

mujeres, niñas y disidencias que padecen violencia, evitando toda conducta, acto u

omisión que produzca revictimización;

Que, además, la Ley 26.485 de Protección Integral a las Mujeres define la violencia

institucional contra las mujeres, niñas y disidencias como "aquella realizada por las/los

funcionarias/os, profesionales, persona¡' y agentes pertenecientes a cualquier órgano, ente o
institución pública, que tenga como fr'n retardar, obstaculizar o impedir que las mujeres

{niñas, adolescentes y personas gestantes] tengan acceso a las políticas públicas y ejerzan

J los derechos previstos en esta ley (...)"; y a la violencia obstétrica como "aquella que ejerce

el personal de salud sobre el cuerpo .v los procesos reproductivos de las mujeres [niñas,

adolescentes y personas ges(,3ntes], expresada en un trato deshumanizado, un abuso de

medicalización y patologización de los procesos naturales, de conformidad con la Ley

25.929";

Que, en la "L!;!y Micaela" (Ley N'27.499) se estableció: "la capacitación obligatoria

en la temática de género y violencia contra mujeres para todas las personas que se

desempeñen en la función pública en todos niveles y jerarquías en los poderes Ejecutivo,

Legislativo y Judicial de la Nación";

Que, el14 de enero de 2021 se promulgó la Ley 27.610 que, desde ese momento,

entró en vigencia en todo el país por ser una norma de orden público. Esta ley regula la

interrupción del embarazo bajo un modelo mixto de plazo y causales. Así, reconoce el

derecho de las mujeres y personas con otras identidades de género con capacidad de

gestar a interrumpir su embarazo hasta la semana catorce -inclusive- del proceso

gestacional, esta práctica se llama interrupción voluntaria del embarazo IVE para la cual

no se requiere la expresión de un motivo por parte de la persona solicitante;

Que, esta ley también reconoce el derecho a la interrupción legal del embarazo

(ILE), si el embarazo fuere resultado de una violación o si estuviera en peligro la vida o la

salud de la persona gestante (causales con el mismo alcance vigente desde 1921 en el

art 86 del código penal y confirmado en el fallo "F.A.L." de la Corte Suprema de Justicia de

la Nación en 2012). La implementación efectiva de la Ley 27.610, durante el año 2021 ha

requerido del esfuerzo y coordinación de diferentes áreas del Estado. La Dirección



8)

Nacional de Salud Sexual y Reproductiva (DNSSR), como responsable de la

implementación en conjunto c'on las direcciones y programas provinciales de salud sexual

y reproductiva de las 24 jurisdicciones, ha desarrollado estrategias para ampliar el acceso

a la interrupción del embarazo, a travé:; del fortalecimiento de la capacidad de resolución

del sistema sanitario, la capacitación de recursos humanos, la remoción de barreras y la

provisión de insumos claves: misoprostol y equipamiento para la Aspiración Manual

Endouterina (AMEU);

Que, respecto a la forma en qu'= debe garantizarse el acceso a la práctica, el fallo

"FAL." señaló: "es el Estado, como garante de la administración de la salud pública, el que

tiene la obligación, siempre que concurran las circunstancias que habilitan un aborto no

punible, de poner a disposición, de quien solicita la práctica, las condiciones médicas e

higiénicas necesarias para llevarlo a cabo de manera rápida, accesible y segura. Rápida, por

cuanto debe tenerse en cuenta que en este tipo de intervenciones médicas cualquier demora

puede epilogar en serios riesgos para la vida o la salud de la persona embarazada. Accesible

J y segura pues, aun cuando legal en tanto despenalizado, no deben existir obstáculos

médico-burocráticos o judiciales para é'cceder a la mencionada prestación que pongan en

riesgo la salud.o la propia vida de quien (a reclama";

Que, en el año 2006 se sancionó la Ley 26.150 de Creación del Programa Nacional

de Educación Sexual Integral, la cual reconoce el derecho de todas las personas a recibir

educación sexual integral en los establecimientos educativos públicos de gestión estatal y

privada, de todas las jurisdicciones del país. Asimismo, entiende como educación sexual

integral "la que articula aspectos biolópicos, psicológicos, sociales, afectivos y éticos". Este

derecho es reconocido desde el nivel inícial de educación hasta el nivel superior de

formación docente y de educación técnica no universitaria;

Que, por otra parte, la Ley 25.673 de Creación del Programa Nacional de Salud

Sexual y Procreación Responsable promulgada el año 2002 dispone que, sobre la base de

estudios previos, se deberá prescribir y suministrar los métodos y elementos

anticonceptivos, respetando los criterios o convicciones de las personas solicitantes,

salvo contraindicación médica específica y previa información brindada sobre las ventajas

y desventajas de los métodos;

Que, la OMS señala que la mayor parte de las muertes maternas podrían ser

prevenidas a través de "la educación sexual, el uso de métodos anticonceptivos eficaces, la

práctica de abortos legales y seguros y la atención oportuna de las complicaciones

derivadas del aborto";
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Que, en 2021 el Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos Aires publicó el

"Protocolo para la atención, integral de las personas con derecho a interrumpir el

embarazo y el acceso a métodos anticonceptivos", en el cual detalla: "Para garantizar el

derecho de las personas a acceder a la IVE/ILE es necesario que los efectores de salud

generen las condiciones para brindar el servicio. Ofrecer una atención integral para la

interrupción del embarazo implica":

• Brindar un trato digno.

• Asegurar la privacidad y la confidencialidad.

• Promover y respetar la autonomía.

• Intercambiar información amplia y completa.

• Garantizar atención de calidad.

• Ofrecer consejería en .anticoncepción y cuidados posteriores luego del

procedimiento.

SE ADJUNTA LA GUIA DE IMPLEMENTACiÓN DE LA INTERRUPCiÓN VOLUNTARIA DEL

...J EMBARAZO EN LA PROVINCIA DE BUENO~;AIRES EN ANEXO I

Que,se estima queen Argentina ocurren entre 6 y 7 abortos cada 10 partos. Si se

analiza los motivos por los cuales las mujeres en edad fértil egresan de un hospital, se

observa que el aborto es segunda causa de egreso, siendo la primera parto y sus

complicaciones. En la Provincia de Buenos Aires se registran en los últimos años

disponibles 15.000 egresos anuales por este motivo;

Que,el derecho a la Interrupción Voluntaria del Embarazo (lVE) contribuye a reducir

las inequidades en salud, de género y socioeconómicas, ya que mejora el acceso a la

salud de todas las mujeres y personas con capacidad de gestar. Además, disminuye las

desigualdades en el. acceso al sistEma de salud debido a que la consulta por IVE

constituye una oportunidad para acompañar otras situaciones de vulneración como la

falta de acceso a métodos anticonceptivos y situaciones de violencias muchas veces

invisibilizadas;

Que, según el Mapa de la Red de Acceso a Aborto en la Provincia de Buenos Aires

del Ministerio de Salud de la PBA, se realizan procedimientos de IVE/ILE en el Hospital

Materno Infantil de San Isidro y asesorias en los CAPSdistribuidos en todo el distrito;

Que, hemos recibido varias denuncias de vecinas de San Isidro que han tenido

complicaciones para llevar adelante procedimientos de IVEen el Hospital Materno Infantil.
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Por las razones expuestas, las concejalas y concejales abajo firmantes solicitan el

tratamiento y sanción del siguiente:

PROYECTO DE ORDENANZA

Artículo 1': Créase las CONSEJERfAS PARA LA REDUCCIÓN DE RIESGOS Y DAÑOS EN

SITUACIONES DE EMBARAZOS NO PLANIFICADOS -en adelante, las Consejerías-, las que

funcionarán en los centros de atención primaria de la salud y los Hospitales Municipales,

que integran el Sistema de Salud del Municipio de San Isidro, con el objetivo de reducir la

morbi-mortalidad de mujeres gestantes por abortos inseguros y prevenir la repitencia de

embarazos no planiflcados.-

Artículo 2': Definición. A los efec',os de la presente ordenanza, se entiende por

Consejerías al dispositivo de salud encargado de brindar un espacio de escucha,

contención y asesoramiento imparcial a la mujer y personas con capacidad de gestar, en

...J situación de embarazo no planificado, basado en información legal. públicamente

accesible y científicamente respaldad"" orientada a la prevención de riesgos y daños, y al

cuidado de la salud integral de la mujer y personas con capacidad de gestar ..

Artículo 3': Derechos Tutelados. El asesoramiento integral prestado por las Consejerías

se fundamenta en la promoción y protección de los siguientes derechos fundamentales,

con el alcance que les ha sido conferido por la Constitución Nacional, los tratados

internacionales de derechos humanos, la Constitución Provincial y la Ley Nacional 26.529,

suscripta por la Provincia de Buenos Aires mediante la sanción de la Ley Provincial

14.464:

• El derecho a solicitar y recibir información sin discriminación, en particular, el

derecho de las mUjeres y personas gestantes de acceso a información confiable,

completa, oportuna y accesible en materia sexual y reproductiva;

• El derecho a la salud sexual y reproductiva sin discriminación, en particular, el

derecho de las mujeres y personas gestantes a acceder a los servicios de

atención integral de la salud sexual y reproductiva en los que se incluye el acceso a

. los servicios para la atención di" abortos no punibles;

• El derecho a la vida y a la integridad física y psíquica de la mujer y personas

gestantes;

• Elderecho a la autOnomía personal de la mujer y personas gestantes.

• En concordancia según el artículo 2 de la Ley 27.610, las mujeres y otras personas

con capacidad de gestar, tienen derecho a:

o Decidir la interrupción del em.barazo.
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o Requerir y acceder a la atención de la interrupción del embarazo en los

servicios del sistema de salud.

o Requerir y recibir atención postaborto en los servicios del sistema de salud,

independientemente de que la decisión de abortar hubiera sido contraria a

los casos legalmente habilitados por la Ley.

o Prevenir los embarazos no intencionales mediante el acceso a información,

educación sexual integral y métodos anticonceptivos eficaces.-

Artículo 4': Funciones. Las Consejerias tendrán a su cargo las siguientes funciones:

• Brindar acompañamiento en el cuidado de la salud de la mujer y personas

gestantes;

• Informar a la interesada sobre:

o El derecho y el deber de confidencialidad por parte del profesional en

relación a la consulta y a las decisiones que tome en relación a la

interrupción voluntaria/legal del embarazo;

o El derecho de las niñas y adolescentes a intervenir en los términos de la Ley

26.061 a los fines de la toma de decisión sobre terapias o procedimientos

médicos o biológicos que involucren su vida o salud;

o El derecho a la autonomía personal, explicando que la decisión sobre qué

hacer con la información que reciba es suya, y que la debe tomar sin

presiones externas;

o El procedimiento para la concreta atención de los abortos no punibles y los

efectores de salud dond,?se practica la interrupción legal del embarazo;

o Los riesgos que conllevan las prácticas de abortos en condiciones

inseguras;

o Las tecnologías apropiadas, accesibles y validadas científicamente según

las recomendaciones ele la Organización Mundial de la Salud para la

reducción de riesgos y daños causados por abortos inseguros;

o Los síntomas esperables en caso de producirse la interrupción de la

gestación, los signos de alarma y la conducta a seguir para prevenir

complicaciones a la salud y proteger su integridad física y psíquica;

o Los controles médicos requeridos durante el embarazo y los efectores de

salud donde se prestan, en función de la decisión de la interesada;

o Los métodos.anticonceptivos y la forma de acceso a los mismos;

• Promover la eliminación de todas las barreras administrativas y fácticas que

impiden el acceso efectivo de las mujeres a los servicios de atención integral de la
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salud sexual y reproductiva en función de las decisiones que tome cada

interesada;

• Implementar campañas de información pública sobre los servicios de atención

integral de la salud sexual y reproductiva que incluyan la concreta atención de la

interrupción voluntaria/legal del embarazo;

• Implementar campañas de sensibilización y prevención. para la reducción de

riesgos y daños provocados por abortos en condiciones inseguras, en articulación

con otros organismos del Estado y organizaciones' de la sociedad civil,

favoreciendo su conformación en redes comunitarias.-

Articulo 5': Principios de Actuación. La actuación de las Consejerías se rige por los

siguientes principios establecidos en la I_ey27.61Oque figuran en el artículo 5:

• Trato digno: se expresa en el respeto por la persona y por sus creencias y

convicciones en todo el proceso de atención, garantizando sus derechos y una

atención libre de violencia.

• Privacidad: el equipo de atención debe asegurar la creación y preservación de un

ambiente de confianza e intimidad durante todo el proceso. Esto incluye la

adecuación de los espacios de atención. Asimismo, debe garantizarse la

privacidad de la infor:nación solicitada y toda aquella que se consigne en la

historia clínica, y proteger a la p"rsona solicitante de injerencias ilegítimas. En los

casos de violación cuyas víctimas fueran niños, niñas y/o adolescentes (NNA),

existe el deber de comunicar la vulneración de derechos y de realizar la denuncia,

respetando los derechos a la privacidad y confidencialidad de las/los NNA, su

autonomía progresiva, su interés superior y su participación significativa.

• Confidencialidad: el personal de salud tiene que crear las condiciones para el

resguardo de la confidencialidad y el secreto médico durante todo el proceso de

atención y también con posterioridad. La obligación de confidencialidad es

extensiva a toda persona que acceda a la documentación clínica de las

prestaciones reguladas en la Ley27.61O.El secreto médico alcanza a los casos en

,los que la decisión de abortar no estuviera dentro de los supuestos del artículo 4

de la Ley27.610.

• Autonomía de la voluntad: todas las personas con capacidad de gestar, con y sin

discapacidad, pueden tomar sus propias decisiones respecto al ejercicio de sus

derechos reproductivos, las alte'nativas de tratamiento y su futura salud sexual y

reproductiva. En ningú:l caso el personal de salud puede interferir indebidamente

con la decisión de las personas gestantes.



Yt'~ W~9J~¿7(UüfJák
~~~~u/~

(.);1-
• Acceso a la información: debe narantizarse el acceso a la información en todo el

proceso de atención de forma dinámica y como requisito para la toma informada

de decisiones acerca de prácticas y procedimientos, en el marco del deber de

transparencia activa de todo el personal y las autoridades sanitarias. La

información debe ser actualizada, comprensible, veraz y brindada en lenguaje con

formatos accesibles, y debe proporcionarse de una manera compatible con las

necesidades de la persona.

• Calidad: el personal de salud debe respetar y garantizar el tratamiento del aborto

conforme los estándares de la OMS y en el marco de los derechos humanos. La

calidad en la provisión de las prestaciones comprende los aspectos técnicos, de

servicio e interpersonales relacionados con el acceso oportuno, .eflcaz, seguro,

equitativo y centrado en la persona para la atención de la salud. La atención será

brindada siguiendo los estándar'esde calidad, accesibilidad, competencia técnica,

rango de opciones disponibles e información científica actualizada.-

Artículo 6': Integración. Obligacione~; de los integrantes de las consejerías. Cada

Consejería estará integrada por al menos dos profesionales de la salud, ,quienes

desempeñarán la función de conformidad con lo dispuesto en el artículo 4. Son

obligaciones de los integrantes de las Consejerías:

• Velar por el cumplimiento de los derechos de la interesada de conformidad con la

Ley Nacional 27.610 Y en cuanto refiere a la autonomía de la voluntad, la

información y la documentación clínica;

• Actuar en consonancia con los principios bioéticos establecidos en el artículo 5 y,

en caso de duda, proceder dE~acuerdo a la interpretación más favorable al

cumplimiento de los objetivos y a la protección de los derechos enunciados en los

artículos 1 y 3;

• Capacitarse en forma periódica y mantenerse actualizados sobre los

conocimientos científlc.os disponibles en materia de salud sexual integral;

• Guardar el secreto profesional eleconformidad con el arto 156 del Código Penal,

respetando el deber de abstención dispuesto por el art. 236 del Código Procesal

Penal de la Provincia de BuenosAires.-

Artículo 7': Incompatibilidad. Los/as profesionales de la salud que se hubiesen declarado

o se declaren objetores de conciencia a la práctica de abortos no punibles no podrán

desempeñarse como integrantes de las Consejerías. -
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Artículo 8': Capacitación. El Departamento Ejecutivo Municipal deberá implementar un

sistema de capacitación periódica en materia de salud sexual y reproductiva para los

integrantes de las Consejerías.-

Artículo 9': Presupuesto. Autorícese al Departamento Ejecutivo Municipal a asignar las

partidas presupuestarias que fueran necesarias para el cumplimiento de la presente

ordenanza.-

Artículo 100: Deforma.-



,

. I

.1

JORGE ALv'AREZ
Presldenle
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HONORABLE CONCEJO
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